	Fecha
	26 de junio de 1967
	Sesión número
	34

	Motivo: Amparo

	Recurrente:  MARIO BERNARD ZELAYA

	Recurrido: MINISTRO DE EDUCACIÓN PÚBLICA

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que recurrido ha violado el artículo 27 de la Constitución Política al omitir pronunciamiento sobre la apelación interpuesta en tiempo contra la resolución dictada por el Departamento de Personal del Ministerio, que confirma la calificación de Profesor Aspirante de enseñanza media, con que la Sección de expedientes del Departamento de Personal citado, ha señalado al recurrente.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que comparte la interpretación que el Departamento de Personal dio en la resolución recurrida a la gestión hecha por el recurrente, y que por ende ha denegado implícitamente la apelación formulada.  Que siendo el reconocimiento de determinado grupo docente para Profesores y Maestros un asunto puramente administrativo, le son aplacables las disposiciones contenidas en el artículo 19 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, N° 3667 de 12 de enero de 1966. 

	Parte dispositiva
	Se rechaza de plano. La omisión del recurrido en resolver, ha sido consentida por el recurrente, porque presentó su acción de amparo a esta Corte más de cuatro meses después del planteamiento de la apelación al Ministerio. Al transcurrir el lapso de quince días, sin que el recurrido resolviera el recurso, empezó la violación del derecho reclamado por el recurrente, pero al no establecer el recurrente su recurso dentro de los ocho días siguientes a aquel en que vencía el término de quince días, que el recurrido tenía para resolver, consintió en tal omisión de dicho funcionario. Con fundamento en los artículos 1°, 19 y 105 párrafo 3° de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, el Ministerio ha denegado implícitamente la apelación planteada por el recurrente.


N° 34
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día veintiséis de junio de mil novecientos sesenta y siete, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós,  Calzada, Coto, Jacobo, Jiménez, Retana, Bejarano, Soto, Fernández, Jugo, Trejos, Odio  y Porter.
Artículo V
Se trajo a examen el recurso de Amparo interpuesto por el señor Mario Bernard Zelaya contra el Licenciado Guillermo Malavassi Vargas, en su carácter de Ministro de Educación Pública, por considerar el recurrente que el señor Ministro ha violado el artículo 27 de la Constitución Política al omitir pronunciamiento sobre la apelación interpuesta en tiempo contra la resolución dictada por el Departamento de Personal del referido Ministerio, a las nueve horas y ocho minutos del nueve de noviembre de mil novecientos sesenta y seis, que confirma la calificación de Profesor Aspirante de enseñanza media, que la Sección de expedientes del Departamento de Personal citado ha señalado al señor Mario Bernard Zelaya.  El señor Ministro de Educación, en el informe que se le solicitó al efecto, manifiesta que su Despacho comparte la interpretación que el Departamento de Personal de su Ministerio dio en la resolución recurrida a la gestión hecha por el señor Bernad Zelaya, y que por ende ha denegado implícitamente la apelación formulada por el recurrente.  Estima además el señor Ministro que siendo el reconocimiento de determinado grupo docente para Profesores y Maestros un asunto puramente administrativo, le son aplacables las disposiciones contenidas en la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, N° 3667 de 12 de enero de 1966, especialmente en donde dispone “Cuando se formulare alguna petición ante la Administración Pública y éste no notificare su decisión en el plazo de dos meses, el interesado podrá considerar desestimada su instancia, al efecto de formular, frente a esa denegación presunta, el correspondiente reclamo administrativo o jurisdiccional, según proceda, o esperar la resolución expresa de su petición”. (Artículo 19)  Esas son las razones, finaliza diciendo el señor Ministro de Educación, que le asistieron para no haber denegando en forma expresa el recurso de apelación interpuesto por Mario Bernard Zelaya.

Previa deliberación del caso, se dispuso, rechazar de plano el recurso con base en las siguientes razones:

Primera: El auto de la Presidencia de la Corte, de las ocho horas y diez minutos del treinta de mayo recién pasado, ordenó solicitar al señor Ministro de Educación Pública el informe de ley, solamente en cuanto a las razones que ha tenido para no haber resuelto aún la apelación interpuesta por Mario Bernard Zelaya contra la resolución dictada por el Departamento de Personal, a las nueve horas y ocho minutos del nueve de noviembre de mil novecientos sesenta y seis.  En el informe que al respecto rinde el señor Ministro indicado, expone en resumen:  Que mediante memorial del veintiocho de octubre del año pasado, presentado al Departamento de Personal del Ministerio de Educación Pública y visible al folio 7 del expediente adjunto, el señor Mario Bernard Zelaya expresa que es Egresado de la Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica y que en el disfrute de tal calidad, solicita le sea reconocido el grado de Profesor Titulado del Grupo B, en segunda enseñanza.  Reproduce copia íntegra del artículo 282 del Código de Educación, y alega que de la sola lectura del texto transcrito, se colige que cuando dicho código confiere el Grupo B, a “los egresados sin título de las Facultades de Ciencias, Letras y Filosofía”, se está refiriendo a los alumnos egresados de esas Facultades que aun o poseen el título que las mismas confieren…- Que por otro lado, a idéntica conclusión se llega simplemente examinando el renglón siguiente del Código en cuanto confiere también el grupo B, a “los egresados con título de las otras Facultades de la Universidad Nacional.” Lógicamente, un egresado sin título de las otras Facultades (entre ellas la de derecho, como es el caso que nos ocupa), no forma parte del Grupo B, sino que le corresponde la calidad de Profesor Aspirante.  Que el señor Director del Departamento de Personal, mediante resolución N° 48 de las nueve horas y ocho minutos del nueve de noviembre de ese mismo año, denegó, con base en las consideraciones expuestas, las pretensiones del recurrente y resolvió confirmar al mismo, su calidad de Profesor Aspirante.  Que inconforme con lo resuelto por el Director del Departamento de Personal, el señor Bernard Zelaya, apeló ante el Ministro el 6 de diciembre de 1966 y ese Despacho, compartiendo la interpretación dada por el citado Departamento, ha denegado implícitamente la apelación planteada por el ahora recurrente.  Como la índole de los asuntos referentes al reconocimiento de determinado grupo docente para profesores y maestros, puramente administrativa, este Ministerio considera que son perfectamente aplicables al negocio que nos ocupa, las disposiciones contenidas en la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa N° 3667 de 12 de enero de 1966, que establece en su artículo 19: “Cuando se formulare alguna petición ante la Administración Pública y ésta no notificare su decisión en el plazo de dos meses, el interesado podrá considerar desestimada su instancia, al efecto de formular, frente a esa denegación presunta, el correspondiente reclamo administrativo o jurisdiccional, según proceda, o esperar la resolución de su petición.”  Asimismo hace notar que, a pesar de lo que dispone la Ley de Amparo en su artículo 3° inciso d) in fine, la ley que arriba cita, es posterior y que en su artículo 105 párrafo 3° establece: “Quedan modificadas todas las leyes que se opongan a la presente, en la parte en que deban aplicarse a la materia contencioso-administrativa”. 
Segunda: El señor Ministro de Educación Pública debió resolver la apelación ante él planeada, dentro de los quince días siguientes a la interposición de tal recurso, pero la omisión de ese alto funcionario en resolver, ha sido consentida por el recurrente, porque presentó su acción de amparo a esta Corte, el dieciocho de abril recién pasado, (Ver razón de recibido del folio 10), esto es, más de cuatro meses después del planteamiento de la apelación al Ministerio (folio 51 vto.).  Al transcurrir el lapso de quince días, sin que el señor Ministro resolviera el recurso, empezó la violación del derecho reclamado por el recurrente, pero al no establecer Bernard Zelaya su recurso dentro de los ocho días siguientes a aquel en que vencía el término de quince días, que el señor Ministro tenía para resolver, consintió en tal omisión de dicho funcionario, y así debe entenderse la regla respectiva en cuanto a apelaciones formuladas contra las resoluciones de los funcionarios o entidades a que se contrae el inciso d) del artículo 3° de la Ley de Amparo, pues si así no fuere, habría que considerar que el término, en cuanto a la cesación del acto violatorio, sería ilimitado, lo que resulta impropio del procedimiento que rige en materia de amparo, en que los términos son breves, perentorios e improrrogables.

Tercera: Además de lo expuesto, cabe agregar también que, la alegación del señor Ministro, basada en los artículos 1°, 19 y 105 párrafo 3° de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, tendiente a que se tenga por cierto que el Ministerio ha denegado implícitamente la apelación planteada por el recurrente, y que éste, es consecuencia, puede considerar desestimada su instancia, es aceptable, en pro del rechazo de plano del presente recurso.


El Magistrado Retana explica que también rechaza el recurso de Amparo interpuesto por el señor Bernard Zelaya, pero únicamente con base en el párrafo tercero del anterior pronunciamiento y con apoyo además en lo que al respecto dispone el párrafo 2 del artículo 37 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

